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RESUMEN 

¿Cuáles son los parámetros que existían en la Norma VIII del Título Preliminar del 

Código Tributario a fines de 1990 e inicios del siglo XXI? ¿La SUNAT podría calificar la 

realidad económica de los actos de los contribuyentes para aplicar un hecho imponible? 

En el marco de la RTF Nº 07577-8-2014 la administración tributaria calificó de simulada 

una fusión, por considerar que únicamente buscaba un beneficio tributario otorgado por 

la Ley Nº 26283. Una aproximación preliminar sería que SUNAT no podía argumentar 

fraude a la ley, por lo que utilizó la herramienta a su alcance para cuestionar la 

reorganización corporativa. No obstante, no pudo demostrar con solidez lo anterior. 

Se buscará responder si efectivamente hubo una simulación, y si es que habían otras 

herramientas jurídicas que se podrían haber aplicado al caso, aplicando el el fraude de 

ley como principio general del derecho. Si bien es cierto, hay autores que respaldan la 

postura, lo propuesto es que no existía un abuso de derecho y se utilizaron mecanismos 

legales válidos en el momento del caso. Asimismo, se agrega un aporte de cómo se 

hubiera resuelto el caso materia del informe bajo la existencia de la Norma XVI como 

norma antielusiva y los mayores requisitos societarios bajo la Ley General de 

Sociedades Nº 26877, en contraposición a la negativa de aplicar el fraude de ley en 

dicho momento determinado. 

Palabras clave 
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ABSTRACT 

What were the parameters of Norm VIII of the Preliminary Title of the Tax Code at the 

end of the 1990s and the beginning of the 21st century? Could SUNAT evaluate the 

economic substance of taxpayers' actions to apply a taxable event? In the context of 

RTF Nº 07577-8-2014, the tax administration characterized a merger as simulated, on 

the grounds that it was aimed solely at obtaining a tax benefit granted by Law Nº 26283. 

A preliminary approach suggests that SUNAT could not invoke fraud against the law, 

thus utilizing the available tool to challenge the corporate reorganization. However, it 

failed to demonstrate this assertion robustly. 

This report aims to determine whether there was indeed a simulation and whether other 

legal mechanisms could have been applied to the case, invoking fraud against the law 

as a general legal principle. While some scholars support this position, the proposal 

asserts that there was no abuse of rights and that valid legal mechanisms were employed 

at the time of the case. Furthermore, the report provides an analysis of how the case 

would have been resolved under the existence of Norm XVI as an anti-avoidance 

provision and the more stringent corporate requirements under the General Corporations 

Law Nº 26877, as opposed to the rejection of applying fraud against the law at that 

particular time. 

Keywords 

Mergers, Simulation, Fraud against the law, Norm VIII, Tax avoidance 
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PRINCIPALES DATOS DEL CASO 

N° EXPEDIENTE 

Expediente del Tribunal Fiscal 

1682-2007 / Resolución del Tribunal 

Fiscal Nº 07577-8-2014 

ÁREA(S) DEL DERECHO SOBRE 

LAS CUALES VERSA EL 

CONTENIDO DEL PRESENTE CASO 

Impuesto a la Renta (tributario)  

Fusiones (societario/corporativo) 

IDENTIFICACIÓN DE LAS 

RESOLUCIONES Y SENTENCIAS 

MÁS IMPORTANTES 

● Resolución de Intendencia N°

0260140018854/SUNAT de

30 de noviembre de 2006

● Resolución de Determinación

N° 012- 003-0001354.

● Resolución de Multa Nº 012-

002- 0001721

DEMANDANTE/DENUNCIANTE Soldadoras Andinas S.A. 

DEMANDADO/DENUNCIADO 
Intendencia Regional de Lima de 

SUNAT 

INSTANCIA ADMINISTRATIVA O 

JURISDICCIONAL 
Tribunal Fiscal 

TERCEROS 

OTROS 

[En este rubro, el/la estudiante 

puede tener en consideración 

cualquier otro dato que considere 

importante o que le genere duda, a 

fin de abordarlo con el/la asesor/a.] 
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I. INTRODUCCIÓN

1.1 Justificación de la elección de la resolución 

La elección de la presente resolución se fundamenta en la relevancia de los 

temas abordados. La fusión simulada, la aplicación de la Norma VIII, son temas 

con contenidos debatidos y profundos, incluso hasta la fecha con la aparición de 

la Norma XVI. Respecto a la fusión, hay un problema jurídico entre calificarla 

como simulación al amparo de lo dispuesto por la Norma VIII que permitía 

observar la realidad económica para imputar el impuesto que estaba siendo 

ocultado; o bien si podría considerarse fraude de ley, puesto que se utilizaría una 

norma para obtener un beneficio ilegítimo. Importa también, observar los 

requisitos societarios del momento para entender cuándo se encontraba en el 

escenario de una fusión correcta y de acuerdo a derecho. 

Este caso específico trata sobre una fusión empresarial, que la SUNAT calificó 

como simulada con el fin de obtener un beneficio tributario. En dicha 

argumentación, diversos elementos sugieren que la postura de la Administración 

podría ser válida, puesto que podría pensarse que hubo una revaluación del 

activo previo a la fusión y ello generó la depreciación excesiva de activos y una 

menor renta imponible. Entendiendo el contexto, SUNAT actuó por fundamentar 

de manera débil que la fusión se trataba de una simulación. Si bien es cierto era 

la herramienta legal que tenía a su disposición, podría haberse argumentado una 

figura de abuso de derecho. O, en su defecto, entender que no hubo ni 

simulación, ni fraude, y simplemente se utilizó una figura válida del ordenamiento 

a su favor. 

Los puntos señalados anteriormente, tanto tributarios como corporativos, 

confieren una complejidad notable a la resolución, haciéndola un objeto de 

estudio jurídico de importancia. Hasta el día de hoy se sigue debatiendo respecto 

de la Norma VIII, hasta la creación de la Norma XVI, y la elusión tributaria.  
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1.2 Presentación del caso 

El caso se centra en una fusión de una empresa absorbente y una absorbida. 

La fusión se materializa en la empresa absorbente, la empresa absorbida 

revaluó sus activos previo a la fusión, al amparo de la Ley Nº 26283 y sus 

ampliaciones. SUNAT, por su parte, cuestiona la legitimidad de esta fusión, 

argumentando que la empresa absorbente no se encontraba operativa y tenía 

un capital social considerablemente inferior al de la absorbida. Además, critica 

la revaluación hecha por la empresa absorbida, debido a que al revaluar ello tuvo 

un impacto en la depreciación de los años subsecuentes, por lo que hubo una 

disminución en la renta imponible del contribuyente. 

Para fundamentar la ilegitimidad de la fusión, se ampara en la Norma VIII vigente 

al momento de la fusión, que la facultaba a omitir el hecho jurídico utilizado y 

analizar la realidad económica para sustraer de ella el hecho imponible. 

Concluye en su análisis que la fusión era simulada, que fue realizada con el 

único propósito de obtener un beneficio tributario. Por lo tanto, no debe aplicarse 

la exoneración ni la posibilidad de revaluación bajo la ley señalada 

anteriormente, por lo que debió pagar un mayor impuesto. 

El problema principal consiste en determinar si en el caso se encuentra una 

fusión real o simulada. Como primer problema secundario, es si existiría la 

posibilidad de argumentar un fraude de ley y abuso de derecho en el contexto 

de los hechos. Por último, el segundo problema secundario es analizar el caso 

bajo una perspectiva actual, en la que se cuenta con la Norma XVI como norma 

antielusiva general. 

La postura defendida en este informe es que la fusión es real. 

Independientemente de los cuestionamientos interpuestos por SUNAT, nunca 

se pudo demostrar el hecho simulado que ocultaba el hecho real. La simulación 

argumentada tiene como hecho simulado la fusión y como hecho real u oculto la 

obtención de un beneficio tributario. No obstante, dicho hecho real u oculto no 
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es más que una consecuencia natural de la fusión. La fusión cumplía con los 

requisitos de la ley señalada, así como los requisitos societarios exigidos por la 

Ley General de Sociedades contenida en el Decreto Supremo Nº 003-85-JUS 

(en adelante LGS). Incluso, fue inscrita en los Registros Públicos sin mayor 

inconveniente. Por lo que encontramos que SUNAT no debió actuar bajo dicho 

precepto. 

Respecto del primer problema secundario, se puede decir que argumentar 

fraude de ley y abuso de derecho en el contexto del caso, podría haber sido una 

forma más acertada de intentar cuestionar la fusión. Mediante principios 

generales, que son transversales a todo el derecho, podría haber sido 

cuestionada la fusión. Ahí, se encuentra la figura de utilizar una ley para evitar 

las consecuencias de otra. Es decir, revaluar el activo y fusionarse con el único 

propósito de pagar un menor impuesto a la renta. No obstante, la postura sobre 

este punto es que la norma no exige mayores requisitos que los contemplados.  

Puede parecer una postura legalista, pero una ley que otorga un beneficio 

tributario y se encuentra en el ordenamiento en dicho momento era una 

alternativa válida para reorganizarse. La ley fue otorgada para dar beneficios 

tributarios a las reorganizaciones, sin exigir ni cuestionar la motivación detrás de 

esta. En todo caso, cabría cuestionar la norma en sí misma, que no será materia 

de este informe. 

Sobre el segundo problema secundario y la resolución del caso en la actualidad, 

y entendiendo que una ley como la utilizada en el caso no sería factible a día de 

hoy, se tiene que la Norma XVI faculta a la administración para encontrar el rigor 

y verdadera naturaleza del hecho imponible. Esto es, tomar en cuenta los actos 

y realidad económica de los hechos, así como detectar supuestos de elusión 

tributaria. Asimismo, la Ley Nº 26887 (en adelante Nueva LGS) exige mayores 

requisitos, tales como el proyecto de fusión, que debe contener aspectos 

jurídicos y económicos y justificaciones. Entonces, podría, bajo el contexto 

actual, considerarse que la fusión dada en este caso es una elusión y, por lo 

tanto, no se debe aceptar la revaluación del activo y se debe pagar un mayor 

impuesto a la renta. 
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II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 

2.1 Antecedentes  

El contexto del caso se sitúa en los años 1995, en la que se da la ocurrencia de 

los hechos; y hasta el 2014, año en el que se emite la Resolución Nº 07577-8-

2014 (en adelante RTF) por parte del Tribunal Fiscal (en adelante Tribunal). En 

dicho periodo de tiempo, han habido cambios sustanciales y discusiones sobre 

la elusión tributaria, el fraude de ley, el abuso de derecho y otros conceptos 

concatenados. 

 

En esta situación es que ocurre la fusión del presente caso, en el marco de la 

Ley Nº 26283 y sus ampliaciones y reglamentaciones. Uno de los reparos que 

hace SUNAT sobre dicha fusión es que fue simulada. Ampara su 

fundamentación en la Norma VIII del Título Preliminar del Código Tributario (en 

adelante CT) vigente a la fecha de la fusión. Dicha Norma VIII facultaba a la 

Administración Tributaria a omitir una forma jurídica adoptada por el 

contribuyente y extraer de la realidad económica el hecho imponible. 

 

En consecuencia, en el ordenamiento jurídico de ese entonces se permitía 

fundamentar que puede existir una realidad aparente que podría ocultar un 

hecho real. Es decir, una fusión simula el acto real buscado. Las herramientas 

legales de ese entonces limitan, pues, la indagación de la administración. No hay 

alcances normativos que permitan una actuación mayor, hasta la aparición tardía 

de la Norma XVI. 

 

Entonces, la SUNAT actuó bajo las herramientas que tenía a su disposición, 

aunque de manera defectuosa. Se invirtieron recursos en fundamentar una 

simulación, cuando no se pudo determinar el hecho real u oculto. SUNAT señala 

que el hecho simulado fue la fusión y que el hecho real fue la obtención del 
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beneficio tributario. No obstante, se desprende del caso que la obtención del 

beneficio tributario es la consecuencia de la fusión, y no un hecho real y uno 

simulado. 

 

     2.2 Hechos relevantes del caso  

Los hechos relevantes del caso, habiendo revisado la RTF correspondiente y 

también contrastando fuentes de acceso público, tales como las partidas 

registrales de los actores involucrados, son los siguientes: 

1. El 12 de enero de 1973 se inscribe en los Registros Públicos la constitución 

de la empresa Soldadoras Andinas S.A. (en adelante Soldadora).  

2.  El 17 de enero de 1992: Escritura pública de constitución de Solandinas 

Industrial S.A. (en adelante Solandina), con un capital social de S/. 1 

000,00 y un total de 1 000 acciones, cuyo objeto social era la fabricación 

de soldaduras eléctricas, cargadores de bateriá y de otros equipos 

electromecánicos, la comercialización de sus productos, entre otros.  

3.  Desde la constitución de Soldadora hasta 1994 se realizaron diversos 

aumentos de capital. Como consta en la Ficha Nº 2888 del Registro de 

Personas Jurídicas de Lima. Mediante escritura pública del 16 de 

setiembre de 1994 se aumentó el capital a S/ 1’167,000.00 soles. 

4.  Por Junta General Extraordinaria de Soldadora del 20 de setiembre de 

1995, se aumentó el capital como consecuencia de una revaluación 

voluntaria de su activo por un monto de S/ 2’649,000.00 (que consta en 

su Libro Diario de setiembre de 1995 y fue realizado al amparo de la Ley 

Nº 26283 y el DS 120-94-EF). Por ende, su capital social resultante 

ascendía a la suma de S/ 3’816,000.00 soles.  

5. El 1 de octubre de 1995 se celebraron las juntas de accionistas de 

Solandina y Soldadora, para aprobar la fusión de las dos empresas.  
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6. El 1 de diciembre de 1995 se eleva a Escritura Pública un aumento de 

capital de Solandina a la nueva suma de S/ 4,000.00. Asimismo, también 

se encontraba en dicha escritura la fusión por incorporación en la que 

Soldadora, con un capital social de S/. 3 816 000,00 y sociedad 

preexistente a Solandina con S/. 4 000  de capital social, se disuelve sin 

liquidarse y se fusiona con la segunda.  

Para ilustrar mejor, se ha elaborado una línea de tiempo representativa 

de los hechos hasta aquí señalados y gráficos para ilustrar cómo se dio 

la fusión: 

 

Gráfico 1 - Línea de tiempo de los hechos RTF Nº 07577-8-2014: 

Elaboración propia, 2024 

 

Gráfico 2 - ¿Cómo operó la fusión?: 

 

Solandina 
(1992) 

Acc. 
1 

Acc. 
2 

Acc. 
3 

Soldadora 
(1972) 

Acc. 
1 

Acc. 
2 

Acc. 
3  

Previo a la fusión 

Enero de 
1972: 
Constitución 
de Soldadora 

Enero de 
1992: 
Constitución 
de Solandina 

Setiembre de 
1994: Capital 
social de 
Soldadora es 
S/ 1’167,000 

Setiembre de 
1995: Soldadora 
revalúa activos 
por S/ 2’649,000 
y capital social es 

Octubre de 
1995: Juntas que 
acuerdan fusión 
de Soldadora y 
Solandina 

Diciembre de 
1995: Escritura 
pública de fusión 
en la que 
Solandina 
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Elaboración propia, 2024 
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7. El 11 de agosto de 2003: Mediante Carta N° 030011073420-01 SUNAT y 

el Requerimiento 3610 N° 00170747, la Administración inició a Soldadora 

un procedimiento de fiscalización respecto del Impuesto a la Renta del 

ejercicio 1998, según Orden de Fiscalización N° 030011073420.  

 

8. Se efectuaron reparos a la renta neta imponible del Impuesto a la Renta 

del ejercicio 1998, por concepto de exceso de depreciación de activos 

revaluados al amparo de lo dispuesto por la Ley N° 26283. Se consideró 

que la fusión era simulada y que buscaba únicamente obtener el beneficio 

tributario contenido en la Ley Nº 26283. Ello, en razón de que Soldadora, 

previo a la fusión, revaluó sus activos, teniendo esto un impacto en su 

depreciación en los ejercicios posteriores. A mayor valor del activo, mayor 

valor de depreciación. Lo anterior generó una disminución en el saldo a 

favor de la recurrente por dicho ejercicio y la emisión de la Resolución de 

Determinación N° 012-003-0001354 y Multa N° 012-002-0001721 por 

parte de SUNAT.  

 

La materia controvertida consiste en encontrar las razones jurídicas que 

motivaron el caso resuelto mediante RTF Nº 07577-8-2014, en atención a las 

alegaciones de la simulación de la fusión por parte de SUNAT y por consiguiente 

que no se debió tener en cuenta el beneficio tributario para el cálculo de una 

mayor depreciación de activos y por consiguiente menor pago del impuesto a la 

renta. 

 

Ello, en atención a la Resolución de Intendencia N° 0260140018854/SUNAT de 

30 de noviembre de 2006, emitida por la Intendencia Regional Lima de al 

Superintendencia Nacional de Administración Tributaria, que declaró infundada 

la reclamación formulada contra la Resolución de Determinación N° 012- 003-

0001354, girada por el Impuesto a la Renta del ejercicio 1998, y al Resolución 

de Multa N° 012-002-0001721, emitida por la comisión de la infracción tipificada 

por el numeral 2 del artículo 178° del Código Tributario. 
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2.3 Posiciones del contribuyente, de SUNAT y del Tribunal 

El contribuyente argumenta que la documentación que fue entregada y que era 

relevante no fue merituada por SUNAT. Que la administración desconoce los 

efectos de la fusión por el hecho de que las empresas fusionadas contaban con 

los mismos accionistas, razón que no es impedimento para reorganizarse 

societariamente ni que el acto sea simulado. La fusión se realizó con la finalidad 

de concentrar y unir capitales, concentrar esfuerzos en una única empresa y 

obtener mayor productividad.  

Además, sostiene que la administración en ningún momento ha podido 

demostrar que la fusión fuera simulada o inexistente, por lo que no existen 

pruebas para cuestionar la fusión por absorción que fue realizada. Por lo tanto, 

no puede desconocer el mahyor valor atribuido a los activos depreciados. No se 

ha analizado si efectivamente la fusión tuvo como consecuencia el 

fortalecimiento patrimonial. 

También, agrega que la fusión no fue únicamente con el objetivo de obtener el 

beneficio tributario contenido en la Ley Nº 26283. Que luego de la fusión, su 

patrimonio aumentó y que los bancos le permitieron refinanciar deudas, obtener 

nuevos préstamos, entre otros. En suma, que no existió ningún impedimento 

legal para realizar la fusión. 

Por último, manifiesta que la Norma VIII del CT sólo es aplicable en caso de 

simulación relativa, conforme lo indicado en la Resolución del Tribunal Nº 0590-

2-2003. En el caso no ha sucedido una simulación relativa, pues no hay una 

operación real y otra aparente. La operación fue única. 

Por su parte, SUNAT argumenta que aplicando la Norma VIII pudo determinar 

la inexistencia de la fusión adoptada por el contribuyente que buscó obtener los 

beneficios tributarios de la Ley Nº 26283. Indica que aparentemente existían dos 

empresas constituidas, sin embargo, la empresa absorbente no tenía 

operaciones antes de la fusión. Además, no contaba con ningún activo fijo. 

Incluso, la absorbente modificó su razón social a la de la absorbida. Es decir, 

acabó siendo la misma empresa. 
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Agrega que los acuerdos de fusión se dieron en la misma fecha y por las mismas 

personas. Representaban los intereses de un mismo grupo económico. 

Cuestionó que el capital de Solandina (absorbente) era significativamente menor 

al de Soldadora (absorbida) y que era esta la que tenía activos fijos. Por lo tanto, 

solo Soldadora podría haber realizado la revaluación. Agrega a ello que las 

empresas se reorganizaron para obtener el beneficio tributario, que permitió que 

se incrementara la deducción por depreciación de activos revaluados y disminuir 

su utilidad. El objetivo siempre fue no afectar a Soldadora con el impuesto a la 

renta de la ganancia derivada de la revaluación del activo. 

Por su parte, el Tribunal empieza su fundamentación teniendo atención al marco 

normativo relevante, que ya ha sido señalado anteriormente. Acto seguido, hace 

referencia a la Escritura Pública de Constitución de Solandina de fecha 17 de 

enero de 1992, con los detalles que se han señalado en los hechos del caso. 

Asimismo, señala erróneamente que Solandinas fue la que revaluó su activo. De 

la búsqueda realizada en Registros Públicos, quien revaluó el activo fue 

Soldadora (Hecho 4). Señala que al amparo de la Ley Nº 26283 y el Decreto 

Supremo Nº 120-94-EF se revaluó voluntariamente el activo fijo y luego 

capitalizó dicho importe, previo a la fusión. 

Hace referencia a la Escritura Pública de fecha 1 de diciembre de 1995 (Hecho 

6). Asimismo, hace referencia a las juntas realizadas el 1 de octubre de 1995 

(Hecho 5). En ambas menciones señala el contenido de lo anterior: i) los 

accionistas que participaron, ii) el aumento de capital aprobado, iii) cómo operó 

la fusión (revisar gráficos y línea de tiempo de la sección 2.1). Asimismo, señala 

que la administración invocó la Norma VIII y aplicó el criterio de realidad 

económica, concluyendo que la reorganización fue un acto simulado para 

obtener los beneficios tributarios señalados anteriormente. 

El Tribunal agrega como referencia su resolución Nº 06686-4-2004 en la que 

señala que la Norma VIII otorga a la administración la posibilidad de verificar 

actos con atención a la realidad económica de estos para establecer si se 

encuentran en el supuesto de la norma, y por lo tanto, constituyen hechos 

imponibles. Hace un desarrollo respecto de dicha resolución, señalando el 
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concepto de fraude a la ley y concluyendo que dicho supuesto no se encuentra 

comprendido dentro de los alcances del criterio de calificación económica de la 

Norma VIII. Por lo tanto, cabe aplicar a los “actos no reales” la calificación de 

“simulados” en los que habría un acto aparente, no real, que impide la aplicación 

de la norma. 

Citando la RTF de este caso: “el criterio de la calificación económica de los 

hechos recogido en la indicada Norma VIII del Título Preliminar del Código 

Tributario, entendido como la discordancia entre la realidad económica y la forma 

jurídica respecto de una operación económica determinada puede evidenciarse 

en distintos niveles de desajuste entre forma y fondo, constituyendo uno de estos 

la realización de actos simulados”. 

Agrega que, bajo la Resolución Nº 06983-5-2006 del mismo Tribunal, para que 

la administración prescinda de la apariencia creada por la simulación, debe 

probar de manera fehaciente la existencia de esta. Dicha resolución señalada, 

citando a Ferreiro Lapatza, señala que la administración ha de destruir la 

apariencia creada y demostrar que el negocio simulado es inexistente por 

carecer uno de los elementos esenciales: sujeto, objeto y causa, agregando que 

en la simulación relativa debe probar la existencia del negocio simulado. 

Según el Tribunal, SUNAT acude tanto al fraude a la ley, cuando indica que las 

empresas usaron la fusión con la finalidad de obtener el beneficio tributario; y 

también a la simulación de la operación, al señalar que a pesar de la existencia 

de la Escritura Pública, la empresa absorbida es la que continua existiendo y 

funcionando. 

Sobre todo lo anterior, concluye que: “la figura de fraude a la ley no se encuentra 

recogida en el texto de la Norma VIIl del Título Preliminar del Código Tributario 

aplicable al caso de autos, por lo que el cuestionamiento de la Administración en 

cuanto a la finalidad perseguida por las empresas fusionadas carece de sustento 

legal”. 

 

Luego, desarrolla que la LGS permitía la fusión por absorción y que el acuerdo 

de fusión debe constar en escritura pública, insertar balances generales y las 
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modificaciones estatutarias resultantes, así como las acciones a ser entregadas. 

El hecho económico de la fusión por absorción es el traspaso patrimonial de la 

absorbida a la absorbente, unir y explotar el patrimonio unificado.  

 

Entonces, a efectos de calificar la realidad de la fusión, la Norma VIII permitiría 

verificar: i) el traspaso patrimonial, ii) unión de actividades, iii) el aumento de 

capital y iv) la entrega de acciones  correspondientes. Que todo lo anterior se 

verifica de la Escritura Pública del 1 de diciembre de 1995. Que hayan 

participado los mismos accionistas solo evidencia que pertenecían a un mismo 

económico, no existiendo simulación y no habiendo impedimento legal para ello. 

 

Finalmente, concluye señalando que “únicamente establecieron como requisitos 

para el acogimiento a los beneficios que concedían, la existencia de una 

reorganización de sociedades (fusión o escisión de personas jurídicas) y la 

capitalización del excedente en caso de la revaluación voluntaria de activos, sin 

condicionamientos adicionales”. Atendiendo a todo lo anterior, no se ha podido 

demostrar simulación alguna, por lo que se levanta el reparo. 

 

 

 

III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

3.1 Problema principal 

¿La fusión por absorción de Solandina y Soldadora es una simulación en el 

contexto de su realización?  

En este análisis se desarrollarán conceptos generales de simulación, enfocado 

en la simulación relativa. También, es importante señalar el contexto de la Norma 

VIII del CT y desarrollar el marco que le había dado el Tribunal a la facultad de 

la administración respecto de la realidad económica. 
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3.2 Problemas secundarios  

 

¿Podría haberse interpretado el concepto de fraude de ley aplicando principios 

generales del derecho para el caso de la fusión? 

 

Atendiendo a que la postura desarrollada en el informe es la inexistencia de una 

simulación, cabe atender si es que la administración pudo haber sustentado la 

figura del fraude o si el Tribunal fue limitado respecto de su entendimiento sobre 

dicho aspecto. 

 

¿Cómo se hubiera resuelto el caso en el contexto actual con la existencia de la 

Norma XVI y la regulación específica en la Nueva LGS? 

 

Entendemos aquí, que la existencia de una norma antielusiva general aporta 

mayores alcances a la SUNAT para evaluar la estructura de los actos jurídicos y 

determinar si se está tratando de eludir una norma. Asimismo, los requisitos 

societarios para las fusiones son más exigentes que en la anterior LGS. Por lo 

que, aplicando estas dos normas, podemos concluir que lo realizado podría 

encajar en una estructura elusiva. 

 

Gráfico 3: Problemas jurídicos de la RTF Nº 07577-8-2014: 

Elaboración propia, 2024 

 

¿Existe una fusión simulada? 

¿Podría aplicarse el fraude de ley? ¿Cómo se resolvería el caso 
hoy? 
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Requisitos de 
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beneficios 
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exigencias para la 
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IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 

 

4.1 Respuestas preliminares a los problemas principal y secundarios 

 

La posición presentada en este informe es que la fusión fue real. A pesar de los 

cuestionamientos de SUNAT, no se logró demostrar la simulación que ocultaría 

la realidad. Se argumenta que la simulación considera la fusión como el acto 

aparente y la obtención de un beneficio tributario como el acto oculto. el 

cuestionamiento desarrollado es confuso, pues confunde la simulación, al 

señalar que la fusión fue simulada. Como se podrá ver, no hay amparo legal que 

sustente tal afirmación.  

 

Además, se incluye el principio de fraude de ley al mencionar que se utilizó la 

figura legal de la fusión (permitida por el ordenamiento) para obtener un beneficio 

tributario contenido en la Ley Nº 26283, de manera ilegítima. El Tribunal ya ha 

señalado que los alcances de la Norma VIII no incluyen dicho principio. Por tanto, 

este beneficio tributario es una consecuencia natural de la fusión y no un hecho 

oculto o fraudulento. La fusión cumplió con los requisitos legales y societarios 

según la LGS y fue registrada sin problemas. Por tanto, SUNAT no debió actuar 

bajo ese supuesto. 

 

Respecto al primer problema secundario, se tiene que alegar fraude de ley y 

abuso de derecho hubiera sido una estrategia más adecuada para cuestionar la 

fusión, utilizando principios generales que son transversales en todo el derecho. 

Esto implica usar una ley para evitar las consecuencias de otra. En el caso 

concreto, utilizar las leyes existentes para revaluar un activo y fusionarse, 

obteniendo un beneficio tributario y eludiendo el cumplimiento del pago del 

impuesto a la renta que hubiera correspondido sin que la revaluación impactara 

en la depreciación. Sin embargo, la norma no exigía más requisitos que los 

previstos, y una ley que otorgaba beneficios tributarios era una opción válida en 

ese momento para reorganizarse. Cuestionar la norma en sí no es materia de 

este informe. 
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Sobre el segundo problema secundario y la resolución del caso en la actualidad, 

entendiendo que una ley como la utilizada no sería viable hoy en día, la Norma 

XVI permite a la administración considerar la realidad económica de los hechos 

y detectar elusión tributaria. Además, la Ley N° 26887 (Nueva LGS) exige 

mayores requisitos, como el proyecto de fusión con aspectos jurídicos y 

económicos justificados. Así, en el contexto actual, la fusión podría considerarse 

una elusión, rechazando la revaluación del activo y requiriendo un mayor 

impuesto a la renta. 

 

4.2 Posición individual sobre el fallo de la resolución  

 

Respecto del fallo, cabe destacar diversos aspectos. Como aproximación inicial, 

la postura es estar de acuerdo en el sentido de la resolución. Es decir, que la 

simulación no fue probada. También, agregar que la Ley Nº 26283 no exigía 

mayores requisitos, por lo que otorgaba los beneficios tributarios 

correspondientes a las fusiones. En atención a ello, no se habría configurado un 

fraude de ley. 

 

No obstante lo anterior, hay diversas críticas que se le pueden realizar a la RTF. 

En primer lugar, hay graves errores al momento de desarrollar los hechos por 

parte del Tribunal. Como ejemplo, no señala que la revaluación del activo la 

realizó Soldadora, aunque por contexto y por una nota al pie de página se 

concluye que sí. Al momento de desarrollar parte de la argumentación, se remite 

a dos resoluciones del propio Tribunal, cuando sería más relevante partir de un 

desarrollo en base a los conceptos contenidos en el caso, referirse a las normas, 

y más que citar resoluciones, podría haber fundamentado en base a 4 

resoluciones las principales conclusiones arribadas respecto a la Norma VIII y la 

simulación. 

 

En línea con lo anterior, hay una grave ausencia de referencias a sentencias del 

Tribunal Constitucional sobre la materia, específicamente en lo referido al fraude 

de ley. Entendiendo que es una instancia administrativa, no se solicita un extenso 

análisis constitucional, pero es preocupante que dentro de un Estado 
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Constitucional, no se tenga en cuenta la jurisprudencia de uno de los intérpretes 

de la Constitución. En suma, hay una deficiente estructura argumentativa que es 

de ser criticada y desarrollada en el análisis. 
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V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS  

 

5.1 Problema principal 

 

El problema principal sobre el que se fundamenta el caso es el siguiente: ¿La 

fusión por absorción de Solandina y Soldadora es una simulación en el contexto 

de su realización?  

 

Debido a la complejidad jurídica y conceptual que requiere el análisis, hay que 

partir de una base conceptual de qué es la simulación, cuáles eran los alcances 

de la Norma VIII al momento de suceder la fusión del caso. Asimismo, hay que 

hacer una construcción normativa y jurisprudencial de ambos elementos, para 

analizar el sentido del fallo y dar respuesta a la pregunta señalada en el párrafo 

anterior. 

 

Para contextualizar, es relevante señalar el aporte de Eusebio Gonzalez. En su 

trabajo, desarrolla que en los tribunales administrativos iberoamericanos, en el 

que encontramos al Tribunal Fiscal de Perú, se tiene presente la sustancia o 

realidad económica de los actos del contribuyente para que estos sean valorados 

para efectos tributarios (2009, p. 127). Entonces, existe un primer elemento que 

da a entender la importancia de la realidad económica del acto para aceptar o 

no los efectos tributarios que puedan surgir de este. 

 

Gonzalez continúa su desarrollo incorporando una idea pertinente para el 

contexto del caso bajo análisis en el presente informe. Señala la existencia de 

una tensión entre el ciudadano y sus actos y la administración y sus valoraciones. 

Por el lado del ciudadano, se encuentra la interpretación jurídica y su conducta, 

buscando esta pagar el menor impuesto posible en el marco legal. Por parte de 

la administración se busca defender el interés público. Por parte de los 

tribunales, optimizar dichos intereses (2009, p. 128).  
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Ambos desarrollos permiten formar una primera idea. Existen mecanismos 

legales que pueden favorecer al contribuyente, y tratará de usarlos a su favor. 

Existe un interés público a ser protegido por la administración. Por su parte los 

tribunales buscan resolver dicha tensión. Pero para analizar dichos hechos y 

estructuras legalmente permitidas, no se puede dejar inobservado el hecho de la 

realidad económica del acto en cuestión. ¿Cuál es la razón subsecuente que se 

obtiene al estructurar operaciones de determinada manera? No obstante ello, 

pareciera que estas ideas apuntan en el sentido más amplio hacia el fraude de 

ley, que se desarrollará en el primer problema secundario. 

 

No obstante ello, se puede extraer del caso bajo análisis una intencionalidad 

económica para la fusión: obtener un beneficio tributario dispuesto en la Ley Nº 

26283. Independientemente de dicha realidad, ¿importaría la intencionalidad 

económica? ¿Bajo qué parámetros podía actuar SUNAT al momento de calificar 

una operación? 

 

El sustento legal que tenía la administración1 en dicho momento era la Norma 

VIII del CT aprobado por Decreto Legislativo Nº 816. Al momento de realizar la 

fiscalización en el año 2003, el tenor era el siguiente: 

 

“NORMA VIII.- INTERPRETACION DE NORMAS TRIBUTARIAS 

     Al aplicar las normas tributarias podrá usarse todos los métodos de 

interpretación admitidos por el Derecho. 

     Para determinar la verdadera naturaleza del hecho imponible la 

Superintendencia Nacional de Administración Tributaria-SUNAT, tomará 

en cuenta los actos, situaciones y relaciones económicas que 

efectivamente realicen, persigan o establezcan los deudores tributarios. 

     En vía de interpretación no podrá crearse tributos, establecerse 

sanciones, concederse exoneraciones, ni extenderse las disposiciones 

tributarias a personas o supuestos distintos de los señalados en la ley”. 

 

A razón de que la norma requiere de contenido, se debe tomar de referencia el 

desarrollo de la exposición de motivos de la norma. Esta señala que el fraude a 

la ley no se incluía en los alcances de la Norma VIII. Como señala Araoz (2006): 
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“(...) esta norma establece la primacía de la realidad frente a las formas y 

estructuras jurídicas que el contribuyente manipule para no estar dentro 

del campo de aplicación del tributo. Mediante esta norma se aplica la 

teoría del develamiento para los grupos económicos que implica el 

desconocimiento de las individualidades jurídicas cuando éstas se utilicen 

fraudulentamente.” (como se cita en Chu, 2018, p. 218) 

 

Entonces, el sentido inicial de la Norma VIII si incorporaba un concepto de 

operaciones fraudulentas. No obstante, luego de su modificatoria en setiembre 

de 1996, se retiró dicha potestad. 

 

Como se puede comprobar en la Resolución Nº 6686-4-2004, con fecha 8 de 

setiembre de 2004, el Tribunal señaló que la modificación del segundo párrafo 

de la Norma VIII, que fue incorporada en la Ley Nº 26663, es una demostración 

de que las posibilidades que tiene la Administración para dilucidar el hecho 

imponible con base a la realidad o intención económica utilizada por las partes 

al participar en ciertos actos, que era la correspondiente a la figura del fraude de 

ley, resulta ser una situación no querida por el legislador y un supuesto no 

regulado en el texto actual de la mencionada norma (p. 11). Por lo tanto, en el 

origen de la Norma VIII, durante 5 meses, si hubo la posibilidad de utilizar el 

fraude de ley. Hecho que fue modificado, restringiendo la intención económica 

del acto analizado por SUNAT. 

 

Entonces, si la administración no puede argumentar fraude de ley, ¿qué alcance 

le brindaba la modificación de la Norma VIII? En base a la doctrina y 

jurisprudencia revisada, la administración debía utilizar la figura de simulación. 
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¿Qué es la simulación? Según Franciso Ferrara, la simulación es la 

manifestación de una voluntad que no es la real, que se da de manera consciente 

y con conveniencia de las partes para producir un engaño sobre un acto que no 

existe y que es diferente del que realmente se ha llevado a cabo (1961, p.60). 

Entonces, respecto de la simulación, existe una declaración de voluntades que 

se da mediante un acto que produce un engaño, pues este no es el real o 

existente. Hay una voluntad de ocultar la verdadera manifestación a través del 

acto jurídico, pues la verdadera finalidad no se encuentra en dicho acto. 

 

Entonces, podemos concluir de manera inicial que existe un acto que busca 

aparentar otra situación diferente a la real con el propósito de eludir obligaciones 

legales que corresponderían.  

 

Tal es así, que como señala Chu: 

“(...) podemos concluir que al amparo de la Norma VIII luego de su 

modificación de setiembre de 1996, la SUNAT únicamente se encontraba 

legitimada a negar los efectos de los actos de un contribuyente en caso 

exista incongruencia manifiesta respecto de los negocios económicos 

efectivamente realizados. Esta patología ocurre naturalmente en la 

simulación, ya que existe un acto aparente, no real y que no tiene ninguna 

otra función más que evitar la verificación de un hecho imponible. Nótese 

la gran diferencia con la descripción del fraude a la ley, pues en este caso 

se habla de una “incongruencia manifiesta” entre los negocios 

económicos y los actos realizados por el contribuyente (Tribunal Fiscal 

2004: 11)” (2018, p. 221) 

 

Consideramos que, en el caso, aplicar un criterio de simulación absoluta se 

aproxima a un hecho fraudulento, que es materia de análisis del primer problema 

secundario. Asimismo, el Tribunal ha desarrollado que la Norma VIII del CT no 

incluye la figura del fraude para la determinación del hecho imponible (RTF Nº 

06686-4-2004).  
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Citando al Tribunal en la Resolución Nº 06686-4-2004: “(...) que el supuesto del 

fraude a la ley no se encuentra comprendido en los alcances del criterio de la 

calificación económica de los hechos recogido en la indicada Norma VIII del 

Título Preliminar del Código Tributario” (2004, p. 14). 

 

Además, el argumento de SUNAT parte de un error de concepto básico. Inicia 

argumentando que el propósito de la fusión fue conseguir el beneficio tributario. 

Para obtener dicho objetivo, hizo una fusión simulada, no real. No obstante, dicha 

argumentación se asemeja más al fraude de la ley o simulación absoluta. Esto, 

pues el centro de atención es el beneficio consumado. No puede sustentar un 

hecho aparente y otro hecho real que haya sido configurado. 

 

Entonces, habiendo señalado que la Norma VIII no ampara el fraude de ley, 

corresponde centrarse en la simulación relativa para evaluar el caso. Primero, 

hay que entender qué es lo que quiso cuestionar la administración. Hay que 

dividir, pues, sus argumentos: 

1. Fusión simulada 

2. Obtención del beneficio tributario. 

 

Sobre el primer argumento, SUNAT señala que la empresa absorbente no realizó 

operaciones o actividad económica previo a la fusión. Además, que las personas 

involucradas en la fusión eran las mismas, que la fusión fue acordada en las 

mismas fechas, y que la sociedad que continuó operando fue en realidad la 

absorbida. Sobre estos presupuestos, y tomando en consideración la simulación 

relativa, procedemos a analizar el punto 1. 

 

¿Qué es la simulación relativa? Es la existencia de un hecho aparente que busca 

dar una apariencia de legitimidad a un segundo acto oculto o real. Entonces, se 

tiene que para argumentar una postura de simulación relativa deben existir 2 

actos. El acto aparente y el acto real. Como se desprende de los hechos del 

caso, SUNAT se dedica a cuestionar la fusión por la forma en que se dió, no 

obstante, no puede probar la existencia del hecho real u oculto. 
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En el entendimiento de que el hecho oculto o real sea la obtención del beneficio 

tributario, pues argumenta la administración que ese fue el hecho real o buscado, 

también hay una equivocación evidente. La obtención del beneficio tributario al 

amparo de la Ley Nº 26283 no es más que la mera consecuencia de la 

reorganización societaria (fusión). No puede entenderse como un hecho jurídico 

la consecuencia de una norma. 

 

El concepto de beneficio tributario en el análisis de simulación carece de 

relevancia, pues, como ya se ha señalado, es una consecuencia y no un hecho 

o acto realizado. Por todo lo anterior, es de considerarse que bajo el análisis de 

la simulación, la fusión se realizó de conformidad con la normativa vigente, no 

hubo demostración de un hecho aparente y uno simulado. Estando conforme con 

lo resuelto por el Tribunal en este caso. 

 

5.2 Primer problema secundario 

 

Atendiendo que, desde la argumentación de la existencia de una simulación, esta 

no ha sido probada, se encuentra un problema jurídico subyacente: ¿podría 

haberse interpretado el concepto de fraude de ley aplicando principios generales 

del derecho para el caso de la fusión? 

 

Para autores como Durán, a partir de bases constitucionales y del Código Civil, 

se puede extraer que nuestro ordenamiento jurídico no ampara el fraude de ley. 

Bajo una argumentación de fraude de ley, debemos entender a este como el 

mecanismo de utilizar una norma vigente del ordenamiento con el propósito de 

eludir la consecuencia de otra norma que hubiera sido aplicada sin la existencia 

de dicho mecanismo. En otras palabras y en el contexto del caso, es que las 

empresas se fusionaron realmente, al amparo de la Ley Nº 26283 que otorgaba 

beneficios tributarios, para evitar un mayor pago respecto del impuesto a la renta 

(norma evitada).  
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Entonces, para tener un sustento doctrinario, hay que partir de lo dicho por Durán 

en relación con la posibilidad de aplicar el fraude de ley sin contar con una norma 

antielusiva general: 

“No es novedad la existencia de principios del derecho que, sin regulación 

expresa en la Constitución, son valores defendidos por el Estado 

constitucional de derecho, y con la prohibición del fraude de ley ocurre lo 

mismo. El artículo 103 de nuestra Constitución dispone que la carta 

magna no ampara el abuso del derecho” (2023, p. 300) 

 

¿Qué dice el artículo 103 de la Constitución? Que no se ampara en la ley las 

conductas que infrinjan la Constitución y que se ejecuten contra la voluntad de 

esta. En jurisprudencia del Tribunal Constitucional, a manera de referencia el 

Expediente N° 05859-2009-PA/TC, se ha señalado que el abuso de derecho está 

completamente prohibido, en línea con el artículo de la Constitución nombrado 

en la primera línea. La prohibición del fraude y del abuso busca desplazar la 

interpretación excesivamente formal que se utiliza para defraudar el orden 

constitucional.  

 

Con lo anterior desarrollado, ¿qué sucede en el caso concreto? Aparentemente 

y como primera aproximación, existe una norma tributaria que va a gravar la 

renta de una de las empresas. Para evitar su aplicación, la empresa se fusiona 

realmente con otra de su mismo grupo económico, con la finalidad de obtener un 

beneficio tributario por la norma de cobertura (Ley Nº 26283) y pagar menos 

impuesto a la renta, como correspondería en aplicación de la Ley del Impuesto 

a la Renta. Estructuralmente, el caso se asemeja mucho a uno de fraude, y, 

como se ha podido observar, se podría haber argumentado desde principios 

generales y no solo desde la Norma VIII. Sin embargo, aunque parezca posible, 

la postura aquí defendida es que no hubo un abuso o fraude. 
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En contraposición a la postura sobre el fraude por aplicación de principios, otros 

autores señalan que existe una Norma Antielusiva con la existencia de la Norma 

XVI, y no antes. Por lo que hacer un análisis de elusión sin dicha norma, atentaría 

contra el principio reserva de ley. Incluso, algunos señalan que la propia Norma 

XVI, que incluye preceptos de elusión, abuso y fraude, puede generar tensiones 

a nivel constitucional.  

 

En efecto, Zuzunaga desarrolla una postura en la que el principio de reserva de 

ley se ve afectado por una norma antielusiva general. Ello no implica su 

inconstitucionalidad, pero se preferiría una norma garantista que incluya 

precisión y el peso de la carga de la prueba en SUNAT (2013, p. 58). Presentada 

esta idea, entendiendo que se pueden ver afectados otros principios, como el de 

seguridad jurídica, aun teniendo como referencia una cláusula antielusiva 

general, mayor aún será la tensión si ni siquiera se tiene esta como referencia. 

 

En el contexto del caso presentado, se tiene una norma vigente que señala que 

las personas jurídicas que se reorganicen, se encuentran exentas del pago del 

impuesto a la renta. Para ello, si es que se revalúa el activo, deben capitalizarlo 

previo a la fusión. Entonces, por dicha norma, se permite la revaluación de 

activos sin efectos tributarios e incluso permite que, posteriormente, esta 

revaluación tenga un impacto en la depreciación. Haciendo una lectura de dicha 

disposición legislativa, y atendiendo a la poca longitud de la norma, se entiende 

que no hay exigencias mayores para obtener el beneficio que reorganizarse 

corporativamente, como es el caso de la fusión, descuidando de las razones 

subyacentes a dichos casos.  

 

Es decir, no era relevante para la norma el motivo por el cual las empresas se 

reorganizaban. La norma buscaba otorgarles beneficios por el hecho de que 

suceda. ¿Y qué otro requisito existía? Que se cumplan con las formalidades 

comprendidas en la LGS del momento. 

 

De acuerdo con la LGS del momento, los requisitos que se necesitaban para la 

fusión por absorción eran los siguientes: 

1. Constar en escritura pública 
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2. Balance general al día anterior de la fusión y al día anterior de la escritura 

3. Relación de accionistas 

4. Repartición del capital 

 

Por su parte, la Ley Nº 262832 otorgaba beneficios tributarios a las 

reorganizaciones societarias, incluida la fusión. Que, de su primer artículo, el 

único requisito para acceder a dicho beneficio es la reorganización. De su norma 

reglamentaria, el DS 120-94-EF, solo exigía como requisitos los incluidos en la 

norma societaria. No habría, entonces, justificación para sustentar un abuso de 

derecho o fraude, si el mismo ordenamiento es el que otorgaba la facilidad y 

posibilidad de reorganizarse y obtener un beneficio.  

 

No hay razonamiento subyacente que sostenga que hay un aprovechamiento 

ilegítimo, cuando el ordenamiento ponía a disposición dichas normas para ser 

utilizadas. No debe ser ignorado el contexto en el cual se otorgó dicha norma, 

posterior al “shock” económico sucedido en el país, con las posteriores 

consecuencias económicas para las empresas. Para algunas, la única manera 

de subsistir era mediante el beneficio otorgado por la norma señalada. 

 

Las empresas pueden tener diversas razones por las cuales reorganizarse, en 

dicho contexto. Ello nace como parte de su libertad contractual. Entonces, los 

contribuyentes tienen el derecho de acogerse a beneficios acogidos en una 

norma vigente, dado que no hay mayor limitación para su configuración. No 

podría sostenerse que una ley, cuyo propósito era otorgar beneficios a las 

personas jurídicas que se reorganizan por el simple hecho de hacerlo, busca 

eludir una norma tributaria. 

 

En mérito de la economía de opción: 

“Tampoco constituye elusión la denominada economía de opción, 

entendida como la búsqueda del ahorro tributario a través de las 

herramientas otorgadas por el propio sistema jurídico, y sin el uso de 

métodos artificiosos o actos impropios”. (Bravo, 2018, p. 159) 
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Si las empresas tienen diferentes caminos para planificar su tributación, y se 

puede elegir el que le otorgue un beneficio tributario que se encuentra vigente 

en el ordenamiento ¿donde se encontraría la ilegitimidad o prohibición? Por los 

alcances del presente trabajo, no será materia de análisis la validez o 

constitucionalidad de la Ley Nº 26283, por lo que la asumimos como válida y 

legítima, y que al existir, las empresas tenían la libertad de acogerse siempre 

que se cumplieran con las exigencias establecidas en ella. 

 

En atención al desarrollo anterior, si la norma permite el beneficio, no hay otro 

tipo de impedimentos que cumplir con sus requisitos, como ya se determinó 

también la inexistencia de simulación, se agrega que tampoco habría fraude 

alguno. Cabe señalar, en atención al cuestionamiento de SUNAT sobre que el 

resultante de la fusión hizo que la empresa absorbida hubiera sido realmente la 

que continuaba existiendo y operando, que hay una seria deficiencia al entender 

la norma societaria.  

 

La fusión por absorción implica que una de las sociedades (absorbida) se 

disuelve sin liquidarse y se incorpora a la otra sociedad (absorbente). La 

unificación de patrimonios se consigue, se aumenta el capital correspondiente y 

los accionistas de las sociedades involucradas ahora forman parte de una única 

persona jurídica. 

 

Ahora bien, para efectos del caso, es irrelevante si la empresa absorbente 

hubiera sido, como reclama SUNAT, Soldadora. Ello en atención a ser la 

empresa de mayor antigüedad y movimiento económico. De haber sido el caso, 

el resultado hubiera sido el mismo. Soldadora hubiera revaluado su activo, lo 

hubiera capitalizado y Solandina hubiera sido la absorbida. No cambia nada el 

orden de quien absorbió a quien, a efectos de determinar una simulación o un 

fraude, pues el efecto económico sigue siendo el mismo. 

                                                           
2 Artículo 1. Exonérese de todo tributo, incluidos el Impuesto a la Renta y los derechos de inscripción en 
los Registros Públicos, la formación y otros actos, contratos y transferencias patrimoniales, derivados de 
acuerdos de fusión o división de toda clase de personas jurídicas, ya sean mercantiles, civiles o 
cooperativas, hasta el 31 de diciembre de 1994 (prorrogado hasta el 31 de diciembre de 1995 por la Ley Nº 
26416). 
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5.3 Segundo problema secundario 

 

Por razón de extensión, se analizarán de manera sucinta ideas y presupuestos 

respecto de la siguiente interrogante: ¿Cómo se hubiera resuelto el caso en el 

contexto actual con la existencia de la Norma XVI y la regulación específica en 

la Nueva LGS? 

 

Entendemos aquí, que la existencia de una norma antielusiva general aporta 

mayores alcances a la SUNAT para evaluar la estructura de los actos jurídicos y 

determinar si se está tratando de eludir una norma. Asimismo, los requisitos 

societarios para las fusiones son más exigentes que en la anterior LGS. Por lo 

que, aplicando estas dos normas, podemos concluir que lo realizado podría 

encajar en una estructura elusiva. 

 

Atendiendo a la doctrina, y dejando de lado el debate sobre la constitucionalidad 

de la norma, el sistema garantista y las cláusulas específicas, lo que queremos 

señalar es que la Norma XVI del Título Preliminar del CT vuelve a incorporar la 

intención económica, y por consiguiente, la lucha contra el fraude de ley, el abuso 

de derecho y la elusión tributaria.  

 

“NORMA XVI: CALIFICACIÓN, ELUSIÓN DE NORMAS TRIBUTARIAS Y 

SIMULACIÓN 

Para determinar la verdadera naturaleza del hecho imponible, la SUNAT 

tomará en cuenta los actos, situaciones y relaciones económicas que 

efectivamente realicen, persigan o establezcan los deudores tributarios 

(...). 

En caso que se detecten supuestos de elusión de normas tributarias, la 

(...) SUNAT se encuentra facultada para exigir la deuda tributaria o 

disminuir el importe de los saldos o créditos a favor, pérdidas tributarias, 

créditos por tributos o eliminar la ventaja tributaria (...) 

Cuando se evite total o parcialmente la realización del hecho imponible o 

se reduzca la base imponible (...) SUNAT aplicará la norma que hubiera 

correspondido a los actos usuales o propios”. 
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En atención a la norma expuesta, SUNAT se encuentra ahora en una mejor 

situación que cuando dependía de la Norma VIII. Ahora, el alcance es mayor, y 

siempre y cuando pueda sustentar que el hecho económico real busca una 

ventaja tributaria ilegítima, podrá desconocer el acto realizado e imponer la 

tributación que corresponda.  

 

Es relevante añadir, a dicha circunstancia, que los requisitos en la Nueva LGS 

para las fusiones son más exigentes que en la norma precedente. 

 

Tabla 1 - Comparación de requisitos de fusión entre la antigua y nueva 

LGS: 

 

DS 003-85-JUS (LGS) Ley Nº 26887 (Nueva LGS) 

1. Constar en escritura pública 

2. Balance general al día anterior 

de la fusión y al día anterior de 

la escritura 

3. Relación de accionistas 

4. Repartición del capital 

1. Los mismos requisitos de la 
norma anterior 

2. Aprobación de un proyecto de 
fusión, por el directorio, si no lo 
hay, por la gerencia 

3. Exigencias de contenido del 
proyecto de fusión, entre las 
que se encuentran: 

a. Principales aspectos 
jurídicos y económicos 

b. Criterios de valorización 
empleados 

c. Explicación y forma de 
la fusión empleada 

Elaboración propia, 2024 
 
En suma, teniendo hoy en día una Norma XVI que, más allá de sus 

cuestionamientos, puede detectar operaciones fraudulentas, sumado a una 

exigencia mayor en la ley societaria, debido principalmente a la justificación que 

deberá hacer ante la autoridad tributaria, se tiene un sistema de normas más 

exigente respecto de los actos y estructuras corporativas, buscando siempre su 

verdadera intencionalidad. Por lo que, sosteniendo ello, si el caso hubiera 

sucedido a día de hoy, la fusión si podría haberse considerado como elusiva, 

pues su único objetivo fue obtener el beneficio tributario de la norma ya señalada. 

En dicho contexto era posible, en el contexto actual creemos que no. 
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VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 

1. Habiendo desarrollado la postura sobre la posibilidad de aplicar principios 

generales del derecho para encontrar la prohibición del abuso de derecho 

en nuestro ordenamiento jurídico, y por consiguiente la imposibilidad de 

permitir el fraude de ley; queda señalar que si podría haberse intentado 

aplicar la línea argumentativa al caso presentado. No obstante, 

concluimos que dicha estructura podría generar una tensión evidente 

respecto de los principios de reserva de ley y seguridad jurídica. Y aun 

superada dicha tensión, consideramos que en el caso concreto, el 

ordenamiento permitía obtener el beneficio tributario, a raíz de los 

requisitos y la existencia de la fusión. 

a. No obstante, una recomendación valiosa sería la de implementar, 

a manera de soporte, una argumentación y sustento constitucional, 

tanto de parte de la SUNAT como por parte del Tribunal Fiscal. Nos 

encontramos en un Estado Constitucional de Derecho, que irradia 

a todas las áreas de este. Por lo que no debe haber una ausencia 

de este en el ámbito tributario. 

2. Respecto a la situación jurídica actual, si consideramos que el caso en 

cuestión podría considerarse como una estructura elusiva, pues el hecho 

verificado es que la fusión se dio con el único propósito de obtener un 

beneficio tributario y pagar un menor impuesto a la renta. Las exigencias 

y el estándar a día de hoy son mayores respecto de los beneficios 

tributarios y la fusión, incluso con exigencias en el fondo por parte de la 

norma societaria. 

3. Como conclusión final, y respondiendo a la pregunta principal de este 

informe, queda demostrado que no existió una fusión simulada. La 

argumentación de SUNAT trató de incorporar una lista de argumentos que 

giraban alrededor de la simulación de la fusión y el fraude, debido a la 

intención de obtener el beneficio tributario. Línea argumentativa que no 

era amparada bajo la Norma VIII. Por la falta de demostración fehaciente 

de la existencia de una simulación y la argumentación deficiente sobre el 

fraude a la ley, sumado a que el beneficio era proporcionado por el 

ordenamiento, no hay mayor reparo en la fusión de Soldadora y 

Solandina.  
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